
 

 

 

 

 

**********1 

VS. 

SUBDIRECTOR GENERAL DE 

PRESTACIONES ECONÓMICAS 

Y SOCIALES DEL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS 

SOCIALES DE LOS 

TRABAJADORES DEL 

GOBIERNO Y MUNICIPIOS DEL 

ESTADO DE BAJA 

CALIFORNIA Y OTRAS 

AUTORIDADES 

EXPEDIENTE: 409/2022 JP 

SENTENCIA DEFINITIVA  

 

 Mexicali, Baja California, a veintinueve de 

noviembre de dos mil veinticuatro.  

 

 SENTENCIA DEFINITIVA  que declara la nulidad de la 

determinación contenida en el oficio número **********2 de 

fecha doce de julio de dos mil  veintidós s ignado por el 

Subdirector General de Prestaciones Económicas y Sociales 

del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado de Baja 

California.  

 

GLOSARIO:  

 

Tribunal:  Tr ibunal Estatal de Just icia Administrativa 

de Baja Cal i fornia.  

Juzgado:  Juzgado Pr imero del Tr ibunal Estatal de 

Just icia Administrativa de Baja 

Cal i fornia. 

Ley del Tribunal:  Ley del  Tr ibunal Estatal  de Just icia 

Administrativa de Baja Cal i fornia.  

Código procesal:  Código de Procedimientos Civi les para el  

Estado de Baja Cal i fornia.  

Instituto:  Inst i tuto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del  Estado de 

Baja Cal i fornia.  

Subdirector de Prestaciones:  Subdirector General de Prestaciones 

Económicas y Sociales del Inst ituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios 

del Estado de Baja Cal i fornia.  

Acto impugnado:  Determinación contenida en el of icio 

número **********2  de fecha doce de 

jul io de dos mil  veintidós, s ignado por el  

Subdirector General de Prestaciones 

Económicas y Sociales del Inst ituto de 



 

 

 

 

 

Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios 

del Estado de Baja Cal i fornia.  

Ley del Insti tuto:  Ley del Inst ituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del  Estado de 

Baja Cal i fornia.  

Ley del Procedimiento:  Ley del Procedimiento para los Actos de 

la Administración Públ ica del Estado de 

Baja Cal i fornia.  

Reglamento del Inst ituto:  Reglamento Interno del Inst ituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios 

del Estado de Baja Cal i fornia 

( ISSSTECALI).  

 

R E S U L T A N D O:  

 

 I. Demanda.  El dieciocho de agosto de dos mil  

vientidós, la parte actora promovió demanda de nulidad, 

misma que se admitió –previa prevención-, mediante 

acuerdo de doce de septiembre de dos mil veintidós se tuvo 

como resolución impugnada el Acto impugnado , y se 

emplazó al Subdirector de Prestaciones , al Director General 

del Inst ituto,  a la Junta Directiva del Inst ituto  y al Instituto.  

 

 II. Trámite.  Posteriormente se continuó con la 

tramitación del juicio en los términos que al respecto 

establece la Ley del Tribunal , hasta el día quince de enero 

de dos mil veinticuatro, fecha en que quedó cerrada la 

instrucción del juicio, entendiéndose citado para sentencia.  

 

C O N S I D E R A N D O:  

 

 PRIMERO. Competencia  

 

 Este Juzgado  es competente para conocer y 

resolver la presente controversia, en razón de la naturaleza 

jur ídica del acto impugnado, de la autoridad emisora y por 

la ubicación del domicil io de la parte actora, el cual se 

encuentra en la circunscripción terr itorial de este Juzgado .  

Lo anterior, con fundamento en los art ículos 1, párrafo 

segundo; 4, fracción IV; 25; 26, fracción I y último párrafo de 

la Ley del Tribunal . 

 

 SEGUNDO. Existencia del acto impugnado  

 

 Por razón de método, en principio, debe 

analizarse si en verdad existe el acto impugnado en el 



 

 

 

 

 

presente juicio, habida cuenta que, de no resultar cierto, 

devendría innecesario proseguir con el estudio tanto de la 

procedencia del juicio, como del fondo del asunto, puesto 

que no habría materia para efectuarlo.  

 

 Lo anterior, encuentra apoyo en el criterio del 

Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, 

que este Juzgado  comparte, contenido en la tesis de 

jur isprudencia: XVII.2o. J/10 , publicado con número de 

registro digital: 212775 , en la Gaceta del Semanario Judicial 

de la Federación, de rubro: “ACTOS RECLAMADOS, CERTEZA O 

INEXISTENCIA DE LOS. TECNICA EN EL JUICIO DE AMPARO” .  

 

 Con el objeto de colmar ese examen prioritario, 

cabe señalar que el actor allegó el Acto impugnado  (fojas 

11 a la 14 de autos); documental pública a la que se le 

otorga pleno valor probatorio de conformidad con el artículo 

103 de la Ley del Tribunal , en relación con los art ículos 285, 

fracción I I I ;  322, fracción I I ; y 405 del Código procesal , de 

aplicación supletoria.  

 

 Por lo tanto, la existencia del acto impugnado 

está acreditada en el presente juicio contencioso 

administrativo. 

 

 TERCERO. Oportunidad  

 

 El artículo 62 de la Ley del Tribunal  establece que 

la demanda debe presentarse dentro de los quince días 

siguientes, a aquel en que haya surtido efectos la 

notif icación del acto impugnado conforme a la ley del acto, 

o al día en que se haya tenido conocimiento del mismo . 

 

 En su escrito donde atendió la prevención 

efectuada, la parte actora manifestó bajo protesta de decir 

verdad que el dieciocho de julio de dos mil veintidós le fue 

notif icado el Acto impugnado  (foja 23 de autos).  

 

 Al respecto, el Subdirector de Prestaciones , en su 

contestación, fue omiso en realizar manifestación alguna 

respecto de la fecha en que notificó a la parte actora el 

Acto impugnado , por lo que, no existe controversia sobre 

dicha cuestión.  

 



 

 

 

 

 

 Lo anterior, sin que la Ley del Instituto , regule la 

cuestión relativa al momento en que surte efecto esa 

notif icación, según se advierte de su contenido, ya que no 

contiene disposición legal que determine cuándo surten 

efectos las notif icaciones de los actos que emiten las 

autoridades del Instituto , en aplicación del referido 

ordenamiento legal.  

 

 Por lo tanto, a efecto de determinar cuándo 

surten efectos dichas notif icaciones, es necesario recurri r a 

la aplicación supletoria de una ley respecto de otra para 

integrar dicha omisión en la ley del acto.  

 

 Dado que el ordenamiento legal a suplir (Ley del 

Instituto) no establece expresamente la supletoriedad y, por 

tanto, no indica la ley o normas que pueden aplicarse 

supletoriamente, se est ima procedente la supletoriedad por 

virtud de que la Ley del Procedimiento  es un ordenamiento 

que establece que aplica, total o parcialmente, de manera 

supletoria a otros ordenamientos; el artículo 3 de la Ley del 

Procedimiento  establece que esa ley se aplicará 

supletoriamente a las diversas leyes administrativas.  

 

 Lo anterior,  sin que los actos, procedimientos y 

resoluciones relacionados con la materia de seguridad social 

se encuentre excluida de la aplicación de esa ley conforme 

al segundo párrafo del art ículo 1 de la Ley del 

Procedimiento .  

 

 De lo antes expuesto, se advierte que, a falta de 

disposición expresa de la Ley del Inst ituto, respecto a 

cuándo surten efectos las notificaciones, se concluye que 

debe aplicarse supletoriamente el artículo 63, fracción I, de 

la Ley del Procedimiento , el cual dispone que las 

notif icaciones surtirán sus efectos a partir del día hábil  

siguiente a la fecha en que fueren practicadas.  

 

 Entonces, si el demandante fue notificado el  

dieciocho de julio de dos mil veintidós , tal notif icación surtió 

efectos el día hábil s iguiente de conformidad con el artículo 

63, fracción I, de la Ley del Procedimiento , esto es, el  uno de 

agosto de dos mil  veintidós.  

 

 El cómputo del plazo para presentar la demanda 

empieza a correr a partir del día siguiente a aquel en que 



 

 

 

 

 

surta efectos la notif icación y se cuenta por días hábiles, 

entendiéndose por éstos, aquéllos en que se encuentren 

abiertas al público las oficinas del Tribunal  s in que la 

existencia de personal de guardia habil ite los días. Lo 

anterior, en términos de lo dispuesto en el art ículo 53 de la 

Ley del Tr ibunal .  Por lo anterior,  el plazo de quince días 

siguientes para presentar la demanda transcurrió del dos de 

agosto de dos mil  veintidós al veintidós de agosto de dos mil  

veintidós.  

 

 En este contexto, dado que la demanda fue 

presentada el dieciocho de agosto de dos mil veintidós , 

resulta inconcuso que su presentación fue oportuna .  

 

 Resta precisar que, si bien existe un precedente 

(**********3) en el que se aplicó por analogía la tesis de 

jur isprudencia P./J. 11/2017 (10a.) del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, con número de registro 

digital:  2014199, de rubro: “DEMANDA DE AMPARO. CUANDO 

LA LEY QUE RIGE EL ACTO RECLAMADO NO ESTABLECE EL 

MOMENTO EN EL CUAL SURTEN EFECTOS LAS NOTIFICACIONES, 

DEBE ESTIMARSE QUE ELLO OCURRE EN EL INSTANTE MISMO DE 

LA NOTIFICACIÓN, POR LO QUE EL CÓMPUTO PARA LA 

PRESENTACIÓN DE AQUÉLLA INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE 

AL EN QUE SE NOTIFICÓ EL ACTO Y ÉSTA SURTIÓ EFECTOS, 

INDEPENDIENTEMENTE DE LA MATERIA” , a fin de sostener que 

ante la falta de disposición expresa en la Ley del Instituto  las 

notif icaciones de los actos emitidos por sus autoridades 

surtían efectos en el instante mismo de la notificación, para 

los efectos previstos en el art ículo 124 de la Ley del Tribunal  

debe aclararse que ello constituyó un error técnico y no un 

criterio jurídico al que el Titular de este Juzgado  tenga el 

deber de apegarse.  

 

 Lo anterior, tomando en consideración que se 

comparte el criterio sostenido por el Primer Tribunal 

Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 

Décimo Primer Circuito contenido en la tesis de rubro: 

"LAGUNA JURÍDICA O DEL DERECHO" O "VACÍO LEGISLATIVO". 

PARA LLENARLO EL JUZGADOR DEBE ACUDIR, PRIMERO, A LA 

SUPLETORIEDAD O LA ANALOGÍA Y, DESPUÉS, A LOS PRINCIPIOS 

GENERALES DEL DERECHO” , publicada con número de registro 

digital: 2005156 , en el que sustancialmente se indica que los 

métodos que deben emplearse para l lenar los vacíos 



 

 

 

 

 

legislativos son: primero, la supletoriedad o la analogía y, 

después, a los principios generales del derecho.  

 

 Por tanto, en el precedente indicado, más que 

aplicar un criterio jurídico se omitió recurri r a la supletoriedad 

como método de integración del derecho, el cual tiene 

preeminencia sobre la aplicación analógica de la 

jur isprudencia antes referida. Por tanto, dado que no se está 

modificando un criterio aplicado al resolver otro caso de la 

misma materia y, por tanto, el criterio no se está 

abandonado sino únicamente aclarando su diversa 

aplicabil idad, no resulta necesario motivar el abandono de 

criterio alguno en los términos previstos en el art ículo 124 de 

la Ley del Tribunal , bastando precisar que para los casos en 

que no opere supletoriedad, seguirá estimándose aplicable 

por analogía la jurisprudencia P./J. 11/2017.  

 

 CUARTO. Antecedentes del acto impugnado 

 

 Para una mejor comprensión del problema jurídico 

a resolver en el presente juicio contencioso administrativo, 

conviene exponer los antecedentes del Acto impugnado , a 

fin de contextualizar el análisis de las causales de 

improcedencia y del estudio de fondo de la presente 

controversia.  

 

 Lo anterior mediante la identificación de la 

pretensión que persigue el demandante y los hechos que 

sustentan esa pretensión, así como de las causales de 

improcedencia y los hechos que la actualizan, así como las 

razones de hecho y de derecho que sustentan la oposición a 

la pretensión.  

 

 El demandante narró, como hechos de su 

demanda, que mediante escrito de fecha de diecinueve de 

enero de dos mil  veintiuno solicitó al Instituto , la devolución 

de las cuotas al fondo de pensiones y jubilaciones, y servicio 

médico que le fueron descontadas, en el periodo 

comprendido entre la fecha en que a su consideración nació 

su derecho a jubi larse y aquella en que efectivamente se le 

otorgó dicho beneficio; y que le fue contestada su solicitud 

mediante el Acto impugnado , en el cual el Subdirector de 

Prestaciones  declaró improcedente lo solicitado.  

 



 

 

 

 

 

 QUINTO. Análisis de las causales de 

improcedencia  

 

 El artículo 54 de la Ley del Tribunal  establece las 

causas de improcedencia del juicio, previendo en su último 

párrafo que la procedencia del juicio será examinada aun 

de oficio, por lo que a continuación se analizan las causales 

de improcedencia y sobreseimiento invocadas por las partes.  

 

 Por una parte , el Subdirector de Prestaciones , 

sostiene que se actualiza la causal de improcedencia y 

sobreseimiento previstas en los art ículos 54, fracción I I ; y 55, 

fracción I I , de la Ley del Tr ibunal , al considerar que no existe 

afectación a la esfera jurídica de la parte actora, toda vez 

que fue decisión de la parte actora seguir con su relación 

laboral, y se le continuo cubriendo su salario, sobre el cual 

continuo cotizando; éste Juzgador se abstiene de analizarla, 

puesto que involucra el estudio de la li tis , ya que implica que 

se resuelva si la parte actora tiene o no derecho a lo pedido 

en el escrito que presentó.  

 

 Máxime que el interés jurídico de la parte actora 

se acredita con el hecho de que en el Acto impugnado  se 

declaró improcedente la devolución de las cantidades que 

solicitó, situación que por sí  sola es suficiente para estimar 

que la resolución controvert ida afecta el derecho de la 

actora, cuyo reconocimiento pretende obtener a través del 

presente juicio.  

 

 Lo anterior, se apoya en la tesis de Jurisprudencia 

P./J. 135/2001 emitida por el Pleno de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, con registro digital 187973, que a la 

letra dice:  

 

“ IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE 

HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL 

ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ 

DESESTIMARSE.  Las causales de improcedencia del 

ju icio de garantías deben ser claras e inobjetables, 

de lo que se desprende que si se hace valer una en 

la que se involucre una argumentación ínt imamente 

relacionada con el fondo del negocio, debe 

desestimarse.  

 

 Por otra parte , el Director General del Instituto  y la 

Junta Directiva del Instituto , sost ienen que se actualiza la 



 

 

 

 

 

causal de improcedencia y sobreseimiento previstas en los 

art ículos 54, fracciones VI y XI; y 55, fracción I I , de la Ley del 

Tribunal, al considerar que no existe el acto que impugna por 

parte de dichas autoridades.  

 

 Las citadas autoridades del Instituto  sostienen, 

sustancialmente, que del propio acto impugnado se 

desprende que es imputable a diversa autoridad (Subdirector 

de Prestaciones),  ya que no existe intervención de su parte 

en la emisión del Acto impugnado , lo cual, a su decir, se 

desprende de la lectura del oficio en que está contenido y 

de la manifestación de la parte actora que confiesa en el 

capítulo de hechos.  

 

 Por lo anterior, consideran que no existe indicio 

alguno de que hubieren emitido el oficio impugnado y que 

no se advierte que la parte actora demuestre los extremos 

de su reclamo conforme al art ículo 277 del Código procesal ,  

refir iendo además que la parte actora carece de 

legitimación procesal para reclamar un acto inexistente.  

 

 En relación al Director General del Instituto, dicha 

causal de improcedencia resulta infundada , ya que, le asiste 

el carácter de parte en la presente controversia.  

 

 Si bien es cierto que el Acto impugnado  fue 

emitido por diversa autoridad, en concreto por el Subdirector 

de Prestaciones , no resulta procedente sobreseer en el juicio 

respecto al referido Director, puesto que le asiste el carácter 

de parte en el presente juicio de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 42, fracción I I I  de la Ley del Tr ibunal .  

 

 En dicho disposit ivo legal se señala claramente 

que en todos los juicios contencioso administrativos serán 

considerados como parte, sin excepción alguna, la 

autoridad que emitió el acto o resolución impugnada y el 

Titular de la Dependencia o Entidad Administrativa Pública 

Estatal o Municipal de la que dependa aquella.  

 

 De lo anterior, es fáci l advertir  que al Director 

General del Inst ituto  le asiste el carácter de parte en el juicio 

contencioso administrativo, porque el Subdirector de 

Prestaciones depende del referido Instituto  al cual se 

encuentra adscrito y cuyo titular es, precisamente, el 

Director General del Inst ituto .  



 

 

 

 

 

 

 Conviene precisar que al titular de la 

dependencia o entidad administrativa de la que dependa la 

autoridad demandada, no se le considera estr ictamente 

como demandada, s ino como parte del juicio contencioso 

administrativo, cuya inclusión radica meramente en la 

relación jerárquica que opera en la administración pública y 

la posible responsabil idad en que incurra el superior con 

relación al control y vigi lancia que está obligado a observar 

respecto a sus inferiores, cuando éstos hayan emitido 

resoluciones que incurran en graves violaciones al principio 

de legalidad. 

 

 En consecuencia, para alcanzar un equil ibr io en 

los medios de defensa con que cuentan las partes en el 

juicio, el legislador ordinario consideró necesario establecer 

textualmente en la ley que los T itulares de las Dependencias 

o Entidades Administrativas Públicas Estatales o Municipales, 

de la que dependa la autoridad que emitió el acto o 

resolución impugnada, sean parte en todos los juicios 

contencioso administrativos, ya que tienen un interés de 

defender la institución a la cual representan legalmente, a sí 

como al patrimonio del Estado, por lo que deben tener 

conocimiento de los actos que emiten sus subordinados 

como medio de control y vigilancia de su desempeño.  

 

 Lo anterior, con el propósito de que dichos actos y 

resoluciones se ajusten al principio de legalidad.  

 

 En cuanto a la Junta Directiva del Inst ituto ,  se 

estima fundada la causal de improcedencia hecha valer 

únicamente por lo hace a la referida autoridad ,  toda vez 

que, de un anális is del Acto impugnado , no es la autoridad 

que emitió el mismo, ni reviste el carácter de t itular de 

dependencia de la autoridad que emitió el Acto impugnado 

(Subdirector de Prestaciones ), dado que, como quedo 

precisado en párrafos que antecede dicho carácter lo tiene 

el Director General del Inst ituto.  

 

 Tomando en cuenta que las partes no hicieron 

valer diversas causales de improcedencia y sobreseimiento, 

ni este Juzgado  advierte la actualización de ninguna de las 

previstas en la Ley del Tr ibunal , se procede al estudio de 

fondo del asunto. 

 



 

 

 

 

 

 SEXTO. Estudio. 

 

Por ser de orden público, con fundamento en el 

art ículo 108, último párrafo, de la Ley del Tribunal , se hace 

valer de oficio la causa de nulidad prevista en la fracción I 

de dicho precepto, consistente en la incompetencia de la 

autoridad para dictar la resolución impugnada.  

 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia 

2a./J. 218/2007 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación publicada en el Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta, con número de registro 170827, 

de rubro y texto:  

 

“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA 

AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS 

DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 

ADMINISTRATIVA.  E l art ículo 238, penúlt imo párrafo, 

del Código Fiscal de la Federación y su correlativo 51, 

penúlt imo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, establece que ese 

Tr ibunal podrá hacer valer de oficio, por ser de orden 

público, la incompetencia de la autoridad para dictar 

la resolución impugnada. Al respecto debe decirse 

que ese estudio implica todo lo relacionado con la 

competencia de la autoridad, supuesto en el cual se 

incluye tanto la ausencia de fundamentación de la 

competencia, como la indebida o insufic iente 

fundamentación de la misma, en virtud de que al 

tratarse de una facultad of iciosa, las Salas f iscales de 

cualquier modo entrarán al examen de las facultades 

de la autoridad para emitir  el acto de molestia; lo 

anterior con independencia de que exista o no 

agravio del afectado, o bien, de que invoque 

incompetencia o simplemente argumente una 

indebida, insuf iciente o deficiente fundamentación de 

la competencia. Cabe agregar que en el caso de que 

las Salas f iscales estimen que la autoridad 

administrativa es incompetente, su pronunciamiento 

en ese sentido será indispensable, porque ello 

constituirá causa de nulidad de la resolución 

impugnada; s in embargo, s i considera que la 

autoridad es competente, esto no quiere decir que 

dicha autor idad jur isdiccional necesariamente deba 

pronunciarse al respecto en los fal los que emita, pues 

el no pronunciamiento expreso, s implemente es 

indicativo de que estimó que la autoridad 

demandada sí tenía competencia para emit ir  la 

resolución o acto impugnado en el ju icio de nul idad.”  

 

Asimismo, se cita el criterio del Cuarto Tr ibunal 

Colegiado del Décimo Quinto Circuito, contenido en la tesis 



 

 

 

 

 

XV.4o.26 A, publicado en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, con número de registro 171592, 

cuyo rubro y texto se reproducen.  

 

“SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA PREVISTA 

EN EL ARTÍCULO 83, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL 

TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. AL TRATARSE DE UNA 

FACULTAD REGLADA, OPERA SIN NECESIDAD DE QUE LA 

CAUSA DE NULIDAD DE LOS ACTOS Y RESOLUCIONES 

IMPUGNADOS SEA NOTORIA, EVIDENTE O MANIFIESTA. El 

mencionado precepto prevé, respecto de las causas 

de nul idad de los actos y resoluciones impugnados en 

el juicio contencioso administrat ivo, que "El tr ibunal 

podrá hacer valer de oficio, al momento de resolver, 

cualquiera de las causales señaladas, s i estima que ha 

sido acreditada en autos su existencia, aunque ésta 

no se haya invocado expresamente por el actor.".  Así,  

conforme a su interpretación l iteral se obtiene que 

establece una suplencia de la deficiencia de la queja 

sui generis,  en función de la cual, el Tr ibunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de Baja 

California se encuentra obl igado a declarar la nulidad 

si en autos aparece demostrada una causa para ello,  

aunque no hubiere sido alegada por el actor. De lo 

anterior deviene que se trata de una facultad 

reglada, cuyo ejercicio obl igator io se actualiza con la 

sola demostración de la existencia de la causa de 

nul idad, s in que sea necesario que ésta sea notor ia, 

evidente o manif iesta.”  

 

En el caso concreto, se t iene que el oficio impugnado 

fue emitido por el Subdirector General de Prestaciones 

Económicas y Sociales del Inst ituto , el cual recayó a la 

petición de la parte actora de fecha diecinueve de enero 

de dos mil veintiuno y presentada el veintidós de enero de 

dos mil veintiuno, en la que solicitó la devolución de las 

cuotas al fondo de pensiones y jubilaciones, y servicio 

médico que le fueron descontadas, durante el periodo 

comprendido entre la fecha en que nació su derecho a 

jubilarse y aquella en que efectivamente se le otorgó dicho 

beneficio.  

 

Luego, para sustentar sus atr ibuciones la autoridad 

demandada invocó en el oficio impugnado los art ículos 119 

y 120 de la Ley del Inst ituto , 19, punto 1.3, 22, fracciones V y 

VII I , 59 y 60 del Reglamento del Instituto , del tenor siguiente.  

 

Ley del Instituto .  

“ARTÍCULO 119. -  El Director General será suplido en sus 

ausencias temporales que no excedan de quince días 

por los Subdirectores Generales, según corresponda la 



 

 

 

 

 

materia de que se trate, y en aquellas ausencias 

temporales que excedan del t iempo antes citado, el 

suplente será designado por el Gobernador del 

Estado.”  

 

“ARTÍCULO 120. -  El  Director General será auxi l iado en 

sus funciones por los Subdirectores que nombre la 

Junta Directiva del Instituto a propuesta del Director, y 

quienes deberán reunir los perf i les adecuados del 

cargo.”  

 

Reglamento del Instituto.  

 

“Artículo 19. -  Para el estudio, planeación, despacho 

de los asuntos y adecuado cumplimiento del objeto 

para lo que fue creado el ISSSTECALI, contara con la 

s iguiente estructura orgánica:  

[…]  

1.3 Subdirección General de Prestaciones Económicas 

y Sociales.”  

 

“Artículo 22. -  Los Subdirectores Generales del 

ISSSTECALI tendrán las s iguientes facultades y 

obl igaciones:  

[…]  

V.-Suscribir los documentos relat ivos al ejercicio de sus 

facultades que se les confieran por delegación o en 

suplencia del Director General,  en razón de la mater ia 

de su competencia;  

[…]  

VI I I . -Las demás que les confieran el Director General,  y 

las disposiciones legales y administrat ivas aplicables.”  

 

“Artículo 59. -  Corresponde a la Subdirección General 

de Prestaciones Económicas y Sociales, por conducto 

de su titular, el ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -Dir igir las pol ít icas y l ineamientos para el 

otorgamiento de las prestaciones económicas y 

sociales para los trabajadores, derechohabientes y 

pensionistas del ISSSTECALI, a f in de que se brinden en 

las mejores condiciones conforme la normatividad 

aplicable;  

 

I I . -Vigilar la apl icación de la Ley y demás 

normatividad apl icable, en materia de afi l iación y 

vigencia de derechos de los trabajadores, 

derechohabientes y pensionistas al régimen del 

ISSSTECALI;  

 

I I I . - Informar a las unidades médicas sobre la vigencia 

o baja de asegurados, de acuerdo a la Ley y al 

Manual de Procedimientos de Afi l iación;  

 

IV.-Proponer al Director General,  los s istemas, 

manuales, reglamentos, procedimientos y la 



 

 

 

 

 

actualización de los mismos, para el cumplimiento de 

las atr ibuciones conferidas a la Subdirección;  

 

V.-Convenir con los organismos patronales el pago de 

subsidios por incapacidad, por adeudos y omisiones 

de aportaciones;  igualmente, acordar con los 

trabajadores los adeudas por omis iones de cuotas;  

 

VI.-Operar, monitorear y reportar ante la Coordinación 

de Desarrollo Inst itucional el comportamiento de los 

indicadores correspondientes a la Subdirección 

General de Prestaciones Económicas y Sociales, 

registrados en el Sistema de Indicadores del 

ISSSTECALI;  

 

VII . -Emit ir  cotejo de las constancias que obren en los 

archivos del ISSSTECALI;  

 

VII I . -Dar seguimiento y puntual respuesta a las quejas 

o inconformidades que les sean turnadas, derivadas 

del Programa de Atención al Derechohabiente o, por 

cualquier otro medio, de acuerdo a la normatividad 

aplicable; y 

 

IX.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“ARTÍCULO 60. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales contará con las siguientes 

unidades administrativas :   

 

I . -  Coordinación Zona Costa;  

I I . -  Dirección de Prestaciones; y  

I I I . -  Dirección de Pensiones y Jubi laciones.”  

 

Además, como fundamentos de la respuesta dada a 

la petición del demandante se invocaron los artículos 

siguientes:  

 

Ley del Instituto  

 

“ARTÍCULO 9. -  Para que los beneficiar ios puedan 

percibir las prestaciones que les correspondan, 

deberán cumplir  los requis itos que esta Ley establece, 

los de las Leyes que regulan a los trabajadores que se 

señalan en las fracciones I  y I I ,  Apartado B, del 

artículo 99 de la Const itución Pol ít ica del Estado Libre 

y Soberano de Baja California, los Reglamentos y 

acuerdos que expida el Instituto con apoyo en las 

mismas.”  

 

“ARTÍCULO 16. -  Todo trabajador comprendido en el 

artículo 1º de este ordenamiento, deberá aportar al 

Instituto una cuota obligatoria del salario base de 



 

 

 

 

 

cotización, acorde a lo establecido en las Leyes que 

regulan a los trabajadores que se señalan en las 

fracciones I  y I I ,  Apartado B, del artículo 99 de la 

Constitución Pol ít ica del Estado Libre y Soberano de 

Baja California.  

 

Dicho porcentaje se aplicará a los rubros s iguientes:  

 

I . -  Para cubrir el Seguro de Enfermedades No 

Profesionales y de Maternidad, y  

 

I I . -  Para tener derecho a las prestaciones señaladas 

en las Fracciones I I I  a XI y XI I I  a XIV del Art ículo 4º.”  

 

“ARTÍCULO 18. -  El  Estado, Municipios y organismos 

públicos incorporados están obl igados:  

 

I . -  A efectuar y enterar al Instituto los descuentos de 

las cuotas a que se refiere el Artículo 16 de esta Ley y 

los que el Instituto ordene con motivo de la aplicación 

de la misma;  

 

I I . -  A enviar al Inst ituto las nóminas y recibos en que 

f iguren los descuentos dentro de los cinco días 

s iguientes a la fecha en que deban hacerse;  

 

I I I . -  A expedir los certif icados y proporcionar informes 

que le sol iciten tanto el Inst ituto como los interesados;  

 

IV.- A enterar dentro del plazo de diez días naturales, 

el importe de los descuentos que el Instituto ordene se 

hagan a los trabajadores por otros adeudos con 

motivo de la apl icación de esta Ley. En caso de no 

enterarse las cantidades descontadas, podrán 

hacerse efectivas en los términos del artículo 22 de la 

presente Ley, y 

 

V.- A informar al Instituto el salar io base de cotización 

de los trabajadores y, en su caso, sus modif icaciones.  

 

Los servidores públ icos encargados de cubrir salarios 

serán responsables en los términos de esta Ley y de sus 

Reglamentos, de los actos y omisiones que realicen 

con perjuicio del Instituto o de los Trabajadores 

independientemente de la responsabil idad civi l ,  penal 

o administrativa que proceda.”  

 

“ARTÍCULO 21. -  El Estado, Municipios y en su caso los 

organismos públicos incorporados cubrirán al Inst ituto 

las aportaciones sobre el salar io base de cotización 

de los trabajadores, definido por el artículo 15 de esta 

Ley. 

 

Dichas aportaciones se aplicarán en los rubros 

s iguientes:  

 



 

 

 

 

 

I . -  Para cubrir Seguros de Enfermedades No 

Profesionales y de Maternidad;  

 

I I . -  Para cubrir íntegramente el Seguro de Accidentes 

de Trabajo y Enfermedades Profes ionales, y  

 

I I I . -  Para cubrir las prestaciones señaladas en las 

Fracciones I I  a XI y XI I I  a XIV del Artículo 4º de esta 

Ley. 

 

Dichas aportaciones serán las que se establezcan en 

las Leyes que regulan a los trabajadores que se 

señalan en las fracciones I  y I I ,  Apartado B, del 

artículo 99 de la Const itución Pol ít ica del Estado Libre 

y Soberano de Baja California.”  

 

“ARTÍCULO 58. -  El  derecho a jubilación y a las 

pensiones por reti ro de edad y tiempo de servicio, 

invalidez o muerte, nace cuando el trabajador o sus 

famil iares derechohabientes, se encuentren en los 

supuestos consignados en esta Ley, y hasta que 

cumplan con los requis itos que la misma señala.  

 

El Instituto deberá resolver la sol icitud de pensión en 

un plazo no mayor de quince días, a partir  de la fecha 

en que quede integrado el expediente. Dentro de los 

quince días inmediatos s iguientes, el Oficial Mayor de 

Gobierno, o quien tenga esa facultad en el Poder 

Judicial,  Poder Legislativo, Municipios y los organismos 

públicos incorporados al régimen que esta Ley 

establece, revisará y resolverá en definit iva acerca de 

la sol icitud de que se trata, para los efectos que 

expresa la primera parte del artícu lo 117 de esta Ley.”  

 

“ARTÍCULO 60. -  Cuando un trabajador a quien se haya 

otorgado una pensión, s iga en servicio s in haberla 

disfrutado, podrá renunciar a ella y obtener otra de 

acuerdo con las cuotas aportadas y el t iempo de 

servicios prestados con posterior idad.  

 

En ningún caso un pensionado podrá regresar a 

servicio activo, salvo el de inhabil itados que quedaran 

aptos para el servicio, los que fueren electos para 

cargos de elección popular, o los designados para 

puestos de confianza del  Estado, Municipios u 

organismos públicos incorporados.”  

 

“ARTÍCULO 67. -  Tienen derecho a la jubilación los 

trabajadores que tengan como mínimo 60 años de 

edad y 30 años de servicio e igual t iempo de 

contr ibución al Instituto, en los términos de esta Ley; 

las leyes que regulan a los trabajadores que se 

señalan en las fracciones I  y I I ,  Apartado B, del 

artículo 99 de la Const itución Pol ít ica del Estado Libre 

y Soberano de Baja California, s in perjuicio de lo 

anterior,  podrán prever edad diversa.  

 



 

 

 

 

 

La jubilación dará derecho al pago de una cantidad 

equivalente al 100% del salar io regulador definido en 

el artículo 72 y su percepción comenzará a partir  del 

día s iguiente a aquel en que el trabajador hubiese 

disfrutado el últ imo sueldo por haber causado baja.  

 

Sin embargo, los trabajadores que habiendo cumplido 

con los requis itos de jubi lación y as í lo deseen, podrán 

seguir laborando y recibirán del Estado, Municipios u 

organismo público incorporado al que presten el 

servicio, un estímulo a la permanencia consistente en 

un incremento porcentual a su salario base de 

cotización, de acuerdo a la s iguiente tabla:  

 

AÑO  PORCENTAJE 

1   11% 

2   12% 

3   13% 

4   14% 

5   15% 

6   16% 

7   17% 

8   18% 

9   19% 

10   20% 

 

Para la procedencia de dicho estímulo, será requisito 

necesario que se recabe la anuencia y autorización 

expresa del Estado, Municipio u organismo público 

incorporado donde labore el trabajador. En ningún 

caso podrá excederse el porcentaje de estímulo más 

allá del 20% del salario base de cotización.  

 

Este est ímulo no formará parte del salar io del 

trabajador y, por lo tanto, no se tomará en cuenta 

para integrar el monto de la jubi lación.”  

 

“ARTÍCULO 72. -  Para determinar el monto de la 

jubilación y de las pensiones a que se refiere este 

Capítulo, se ut i l izará el salar io regulador que será el 

promedio del salar io base de cotización que obtuvo el 

trabajador sujeto al régimen de esta Ley de 

conformidad con lo que se establezcan en las Leyes 

que regulan a los trabajadores que se señalan en las 

fracciones I  y I I ,  Apartado B, del artículo 99 de la 

Constitución Pol ít ica del Estado Libre y Soberano de 

Baja California.  

 

En ningún caso el importe que por cuota diaria arroje 

el monto de la jubilación y de las pensiones a que se 

refiere el párrafo anterior,  será menor a dos ni mayor 

a veint icinco veces el Salario Mínimo General vigente 

en la entidad.”  

 

“ARTÍCULO 123. -  Los trabajadores contr ibuyentes no 

adquieren derecho alguno ni individual ni colectivo al 



 

 

 

 

 

patrimonio del Instituto, s ino sólo a disfrutar de los 

servicios que ésta Ley concede.”  

 

Constitución Polít ica del Estado Libre y Soberano de 

Baja California.  

 

“ARTÍCULO 27. -  Son facultades del Congreso:  

[…]  

XI I . -  Revisar, analizar y auditar por medio de la 

Auditoria Superior del Estado, las cuentas anuales 

de las Entidades f iscalizables, y dictaminar la 

aprobación o no aprobación de las mismas, en los 

términos de la Ley de la materia. Asimismo, podrá 

sol icitar y revisar, de manera concreta, información 

de ejercicios anter iores al de la Cuenta Públ ica en 

revis ión, s in que por este motivo se entienda, para 

todos los efectos legales, abierta nuevamente la 

Cuenta Públ ica del ejercicio al que pertenece la 

información solicitada, pero exclusivamente 

cuando el proyecto o la erogación, contenidos en 

el presupuesto en revis ión abarque para su 

ejecución y pago diversos ejercicios f iscales. Las 

observaciones y recomendaciones que, 

respectivamente, la Auditor ía Superior del Estado 

emita, sólo podrán referirse al ejercicio de los 

recursos públicos de la Cuenta Públ ica en revis ión;”  

 

“ARTICULO 90. -  Los Presupuestos de Egresos de los 

Poderes Ejecutivo, Legislat ivo y Judicial,  

Organismos Públ icos Autónomos y Municipios, se 

formularán en los términos de la Ley de la materia,  

en los cuales serán obl igator iamente incluidos los 

gastos y las dotaciones necesarias para atender los 

servicios públ icos, debiendo administrar los recursos 

que les son asignados con base en los principios de 

legalidad, honestidad, eficacia, eficiencia, 

economía, racionalidad, austeridad, transparencia, 

control y rendición de cuentas.  

 

En las partidas del presupuesto se deberá definir 

claramente el dest ino que se le dará a los recursos 

que ellas amparen, no podrán uti l izarse términos o 

conceptos indeterminados que no justif iquen de 

forma plena su existencia, transparencia, uso y 

disposición. En ningún caso podrán exist ir  part idas 

secretas. 

 

Los resultados obtenidos del ejercicio del 

presupuesto serán evaluados por la Auditor ía 

Superior del Estado, con el objeto de propiciar que 

los recursos económicos se asignen en sus 

respectivos presupuestos con base a los resultados 

de las evaluaciones realizadas. Esto s in menoscabo 

de sus atr ibuciones de f iscalización.  

 



 

 

 

 

 

Para garantizar su independencia económica, el 

Poder Judicial,  contará con Presupuesto propio, el 

que administrará y ejercerá en los términos que 

f i jen las Leyes respectivas. Este no podrá ser inferior 

al aprobado por el Congreso para el ejercicio 

anual anterior,  para estos efectos no se 

considerarán las ampliaciones presupuestales. El 

Congreso podrá modif icar, por causa justif icada y 

fundada, el monto presupuestado.  

 

Para la aprobación del presupuesto anual del 

Poder Judicial,  el Congreso podrá considerar lo 

previsto en el Plan de Desarrol lo Judicial 

correspondiente.”  

 

“ARTICULO 97. -  Los funcionar ios públicos no t ienen 

más facultades que las que expresamente les otorgan 

las leyes.  

 

Los Servidores Públicos adscritos a los Poderes 

Ejecutivo, Legislativo, Judicial y de los Ayuntamientos, 

así como de sus administraciones paraestatales y 

paramunicipales, f ideicomisos públicos; Instituciones y 

Organismos Públ icos Autónomos y en general,  toda 

persona que desempeñe un empleo, cargo o 

comis ión, en cualquier órgano o entidad de carácter 

público, recibirán una remuneración adecuada e 

irrenunciable por el desempeño de su empleo, cargo 

o comis ión proporcional a sus responsabil idades.  

 

Dicha remuneración será determinada anual y 

equitat ivamente en los presupuestos de egresos 

correspondientes, bajo las s iguientes bases:  

 

I . -  Las remuneraciones que por el desempeño de su 

función cargo o comisión reciban los servidores 

públicos, deberán determinarse de manera 

congruente y equitat iva con la s ituación 

socioeconómica que guarde el Estado y con las 

condiciones de la Hacienda Pública, y demás 

disposiciones legales aplicables;  

 

I I . -  Se considera remuneración o retr ibución toda 

percepción en efectivo o en especie, incluyendo 

dietas, aguinaldos, gratif icaciones, premios, 

recompensas, bonos, estímulos, comisiones, 

compensaciones y cualquier otra, con excepción de 

los apoyos y los gastos sujetos a comprobación que 

sean propios del desarrollo del trabajo y los gastos de 

viaje en activ idades oficiales;  

 

I I I . -  Ningún servidor público podrá recibir una 

remuneración superior a la aprobada en el 

Presupuesto de Egresos del Estado para el 

Gobernador del Estado;  

 



 

 

 

 

 

IV.- Ningún servidor públ ico podrá tener una 

remuneración igual o mayor que su superior 

jerárquico; salvo que el excedente sea consecuencia 

del desempeño de varios empleos públicos, que su 

remuneración sea producto de las condiciones 

generales de trabajo, derivado de un trabajo técnico 

calif icado o por especialización en su función;  

 

V.- No se concederán ni cubrirán jubilaciones, 

pensiones o haberes de retiro, ni l iquidaciones por 

servicios prestados, como tampoco préstamos o 

créditos, s in que éstas se encuentren asignadas por la 

ley, decreto legis lativo, contrato colectivo o 

condiciones generales de trabajo. Estos conceptos no 

formarán parte de la remuneración. Quedan excluidos 

los servicios de seguridad que requieran los servidores 

públicos por razón del cargo desempeñado;  

 

VI.-  Las remuneraciones que perciban los servidores 

públicos, así como los tabuladores en que estas se 

establezcan serán públicas, y deberán especif icar y 

diferenciar la totalidad de sus elementos f i jos y 

variables tanto en efectivo como en especie, y  

 

VII . -  El Congreso del Estado expedirá las leyes para 

hacer efectivo el contenido del presente artículo y 

las disposiciones constitucionales relativas, así 

como para sancionar penal y administrat ivamente 

las conductas que impliquen el incumplimiento o la 

elusión por s imulación de estas disposiciones.”  

 

Ley de Presupuesto y Ejercicio del Gasto Público del 

Estado de Baja California.  

 

“ARTÍCULO 39. -  Una vez aprobados los Presupuestos 

de Egresos de los sujetos de la presente Ley por el 

Congreso del Estado, por el Ejecutivo del Estado, 

por los Ayuntamientos, en sus respectivos ámbitos 

de competencia, se remitirán al Ejecutivo del 

Estado para efectos de su publicación en el 

Periódico Oficial del Estado.  

 

La publicación comprenderá el desglose a nivel de 

ramo, capítulo, concepto y partidas, y deberá 

realizarse a más tardar:  

 

I .  El 31 de diciembre del ejercicio f iscal anterior al 

que correspondan, los Presupuestos de Egresos de 

la Administración Públ ica Central izada del Poder 

Ejecutivo del Estado y de los Municipios, de los 

Poderes Legis lat ivo y Judicial,  así como de los 

Órganos Autónomos; y,  

 

I I .  El 15 de enero del ejercicio al que corresponda, 

los Presupuestos de Egresos de las Entidades 

Paraestatales y Paramunicipales.  



 

 

 

 

 

 

Los sujetos de esta Ley deberán cumplir  con el 

mismo procedimiento de publicación del cierre 

presupuestal a más tardar el 30 de abri l  del 

ejercicio poster ior al que corresponda el cierre 

presupuestal,  el cual deberá contener el 

presupuesto inicial autorizado, las modif icaciones 

presupuestales, el presupuesto modif icado 

autorizado y el presupuesto ejercido.  

 

De igual manera los sujetos obl igados de esta Ley 

deberán de elaborar y publicar en sus respectivos 

portales de transparencia, sus Presupuestos 

ciudadanos a más tardar el 31 de enero del 

ejercicio que corresponda, mismos que deberán de 

ser revisados y actualizados por lo menos cada 

tr imestre en caso de que existan modif icaciones 

posteriores. La aplicación y observancia de esta 

norma les corresponde a los Titulares de las 

dependencias establecidas en el art ículo 2 de esta 

ley. El Inst ituto de Transparencia y  Acceso a la 

Información Públ ica del Estado de Baja California 

será el organismo coadyuvante en el cumplimiento 

de esta norma en los términos de esta Ley y de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública para el Estado de Baja California.”  

 

“ARTÍCULO 63. -  Dentro de los términos legales para 

la presentación de la Cuenta Públ ica Anual ante el 

Congreso del Estado, deberá adjuntarse la 

información relat iva al cierre del ejercicio 

presupuestal y programático, precisando las 

modif icaciones realizadas durante el ejercicio, 

señalando las autorizaciones y avisos que las 

sustentan en los términos de esta Ley.”  

 

De las disposiciones supra transcritas, se advierte por 

una parte, que contemplan el derecho a la jubi lación y 

pensión, los requis itos para ello y las aportaciones 

respectivas y, por otra, en lo que al caso interesa 

(competencia de la autoridad), establecen algunas 

facultades y atribuciones a cargo de diversas autoridades 

del Instituto ; particularmente la cita de los artículos del 

Reglamento del Instituto en que se contienen diversas 

atr ibuciones, consistentes en facultades y obligaciones que 

no guardan relación directa con la solicitud que la autoridad 

demandada respondió mediante el Acto impugnado. 

 

Lo anterior se aduce, pues en el artículo 22 se 

establecen facultades de los Subdirectores Generales del 

Instituto  y en el artículo 59 se contemplan facultades 

específ icas de la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales del Inst ituto , por conducto de su 



 

 

 

 

 

titular, sin que se advierte que alguna de el las tenga 

relación con el objeto que fue materia de respuesta en el 

Acto impugnado .  

 

Es decir, de ninguna disposición legal ni reglamentaria 

de las invocadas en el acto impugnado se advierte 

competencia expresa a favor del Subdirector General de 

Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto  para 

pronunciarse respecto de la procedencia de la solicitud 

presentada por la parte actora.  

 

En ese sentido, a efecto de determinar si la autoridad 

demandada cuenta con facultades para emitir la resolución 

impugnada, es menester analizar no sólo los preceptos 

invocados en la misma, sino la total idad de los preceptos 

que integran la normatividad aplicable que prevén su 

ámbito competencial, que en la especie son la Ley del 

Instituto , la Ley que Regula a los Trabajadores que refiere la 

fracción I I , Apartado B, del artículo 99 de la Constitución 

Polít ica del Estado Libre y Soberano de Baja California, en 

Materia de Seguridad Social, el Reglamento del Inst ituto  y el 

Reglamento para el otorgamiento de Pensiones a los 

asegurados del Instituto.  

 

Para ello, conviene transcribir las disposiciones del 

Reglamento del Instituto relativas a las facultades atr ibuidas 

a la Dirección General, las Subdirecciones y Departamentos 

del Instituto y, en concreto, a la Subdirección General de 

Prestaciones Económicas y Sociales y Dirección de Pensiones 

y Jubilaciones.  

 

“ARTICULO 21.- Son facultades y obl igaciones no 

delegables del Director General las s iguientes:  

 

I . -  Nombrar apoderado para que represente ante 

cualquier autoridad al ISSSTECALI, a sus unidades 

médicas, administrativas o a sus t itulares, cuando 

tengan el carácter de parte actora, demandada, 

tercerista o coadyuvante; el poder será l imitado al 

asunto de que se trate y en él se señalarán las 

facultades que se otorgan;  

 

I I . -  Comparecer ante el Congreso del Estado, s iempre 

que sea requerido, para dar cuenta del estado que 

guarda la Institución;  

 

I I I . -  Determinar las bases de coordinación y aprobar la 

celebración de convenios y acuerdos entre el 

ISSSTECALI y otras dependencias y entidades del 



 

 

 

 

 

sector público o privado, previa autorización de la 

Junta Directiva;  

 

IV.- Proponer a la Junta Directiva los manuales 

administrativos y demás ordenamientos jur ídico-

normativos, actual izarlas cuando se requiera y vigilar 

su cumplimiento;  

 

V.- Emit ir  resolución sobre los recursos administrativos 

que se interpongan en los asuntos de su competencia;  

 

VI.- Crear o suprimir unidades médicas y 

administrativas, para la mejor atención y despacho de 

asuntos competencia del ISSSTECALI, previa 

autorización de la Junta Directiva;  

 

VII . -  Confirmar, modif icar o revocar, en su caso, las 

resoluciones dictadas por los t itulares de las unidades 

administrativas y médicas de ISSSTECALI;  

 

VI I I . -  Proponer el nombramiento y remoción de los 

empleados del ISSSTECALI que ocupen cargos de 

jerarquía inmediata inferior e la del t itular hasta el 

tercer nivel y aprobar la f i jación de los sueldos y 

prestaciones, conforme a las asignaciones 

presupuestales y en observancia de la normatividad 

que dicte la Oficial ía Mayor al respecto;  

 

IX.- Presentar a la Junta Directiva los reglamentos 

procedentes para regular la estructura orgánica y su 

funcionamiento, así como para el otorgamiento de 

servicios médicos y de prestaciones económicas y 

sociales que marca la Ley, para su aprobación, 

publicación y apl icación;  

 

X.- Presentar anualmente a la Junta Directiva para su 

anális is,  discusión y, en su caso, aprobación, el 

proyecto de programa institucional, del programa 

operativo anual y el proyecto de presupuesto de 

ingresos y egresos para el ejercicio f iscal s iguiente;  

 

XI.-  Presentar ante la Junta Directiva para su anális is, 

discusión y aprobación, en su caso, el proyecto de 

estructura administrativa del ISSSTECALI, así como sus 

futuras modif icaciones;  

 

XI I . -  Presentar a la Junta Directiva los informes 

tr imestrales con la intervención que corresponda a los 

comisarios; y  

 

XI I I . -  Resolver las dudas que se susciten con motivo del 

presente Reglamento;”  

 

“Artículo 22. -  Los Subdirectores Generales del 

ISSSTECALI tendrán las s iguientes facultades y 

obl igaciones:  

 



 

 

 

 

 

I . -Acordar con el Director General la atención de los 

asuntos relevantes de las unidades médicas y 

administrativas a su cargo e informarle oportunamente 

sobre el desarrollo de los mismos;  

 

I I . -Proponer, en el ámbito de su competencia y, previa 

aprobación del Director General,  las normas y 

l ineamientos que tengan como final idad el mejor 

aprovechamiento de los recursos humanos, mater iales, 

técnicos y f inancieros de las unidades administrat ivas 

bajo su responsabil idad;  

 

I I I . -Establecer y mantener relaciones de coordinación 

con los t itulares de las unidades administrativas y 

médicas del ISSSTECALI y otras inst ituciones que le 

indique el Director General para el trámite y 

resolución de asuntos materia de su competencia;  

 

IV.-Someter a la aprobación del Director General los 

estudios, proyectos y acuerdos que elaboren las 

unidades médicas y administrativas bajo su 

responsabil idad;  

 

V.-Suscribir los documentos relat ivos al ejercicio de sus 

facultades que se les confieran por delegación o en 

suplencia del Director General,  en razón de la materia 

de su competencia;  

 

VI.-Dir igir,  controlar y evaluar el funcionamiento 

general de las unidades médicas y administrativas a 

su cargo; 

 

VII . -Proporcionar información, datos o cooperación 

técnica que le sea solic itada por dependencias y 

entidades de la Administración Públ ica Estatal y 

autoridades federales, de asuntos de su competencia, 

en observancia a la legis lación vigente en la materia, 

previa autor ización del Director General;  y  

VII I . -Las demás que les confieran el Director General,  y 

las disposiciones legales y administrat ivas aplicables.”  

 

“Artículo 59. -  Corresponde a la Subdirección General 

de Prestaciones Económicas y Sociales ,  por conducto 

de su titular, el ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -Dir igir las polít icas y l ineamientos para el 

otorgamiento de las prestaciones económicas y 

sociales para los trabajadores, derechohabientes y 

pensionistas del ISSSTECALI, a f in de que se brinden en 

las mejores condiciones conforme la normatividad 

aplicable;  

 

I I . -Vigilar la apl icación de la Ley y demás 

normatividad apl icable, en materia de afi l iación y 

vigencia de derechos de los trabajadores, 

derechohabientes y pensionistas al régimen del 

ISSSTECALI;  



 

 

 

 

 

 

I I I . - Informar a las unidades médicas sobre la vigencia 

o baja de asegurados, de acuerdo a la Ley y al 

Manual de Procedimientos de Afi l iación;  

 

IV.-Proponer al Director General,  los s istemas, 

manuales, reglamentos, procedimientos y la 

actualización de los mismos, para el cumplimiento de 

las atr ibuciones conferidas a la Subdirección;  

 

V.-Convenir con los organismos patronales el pago de 

subsidios por incapacidad, por adeudos y omisiones 

de aportaciones;  igualmente, acordar con los 

trabajadores los adeudas por omis iones de cuotas;  

 

VI.-Operar, monitorear y reportar ante la Coordinación 

de Desarrollo Institucional el comportamiento de los 

indicadores correspondientes a la Subdirección 

General de Prestaciones Económicas y Sociales, 

registrados en el Sistema de Indicadores del 

ISSSTECALI;  

 

VII . -Emit ir  cotejo de las constancias que obren en los 

archivos del ISSSTECALI;  

 

VII I . -Dar seguimiento y puntual respuesta a las quejas 

o inconformidades que les sean turnadas, derivadas 

del Programa de Atención al Derechohabiente o, por 

cualquier otro medio, de acuerdo a la normatividad 

aplicable; y 

 

IX.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“ARTÍCULO 60. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Subdirección General de Prestaciones 

Económicas y Sociales contará con las siguientes 

unidades administrativas :   

 

I . -  Coordinación Zona Costa;  

I I . -  Dirección de Prestaciones; y  

I I I . -  Dirección de Pensiones y Jubi laciones.”  

 

“ARTICULO 62. -  Corresponde a la Dirección de 

Prestaciones, por conducto de su titular, el ejercicio 

de las s iguientes atr ibuciones;  

 

I . -  Administrar y supervisar las actividades 

relacionadas con la afi l iación y trabajo social,  as í 

como las aportaciones de los patrones y de los 

trabajadores;  

 

I I . -  Supervisar la determinación de las omisiones en la 

retención y entero de cuotas de los trabajadores;  

 



 

 

 

 

 

I I I . -Revisar las omis iones de las aportaciones 

patronales  

que deban hacer los organismos incorporados al 

ISSSTECALI;  

 

IV.-Administrar los préstamos a corto plazo e 

hipotecarios;  

 

V.-Supervisar y controlar que el servicio de la vigencia 

de derechos se preste con oportunidad, cal idad y 

calidez;  

 

VI.-Evaluar mensualmente el presupuesto global e 

individual contra el programa operativo anual 

autorizado, para los departamentos a su cargo;  

 

VII . -Verif icar los s istemas de afi l iación y trabajo social,  

de préstamos a corto plazo, especiales e hipotecarios, 

así como los de vigencia de derechos y otras 

prestaciones, para los trabajadores del gobierno y 

municipios del estado, en el régimen del ISSSTECALI, 

conforme a las disposiciones apl icables;  

 

VII I . -Supervisar que se informe a las unidades médicas 

sobre la vigencia o baja de asegurados para que se 

proceda de acuerdo a la Ley y el manual de 

afi l iación;  

 

IX.-Revisar el otorgamiento de préstamos a corto 

plazo, especiales e hipotecarios,  así como su 

recuperación;  

 

X.-Vigilar las acciones emprendidas en materia de 

administración de recursos humanos y asignación de 

personal, en los departamentos a su cargo;  

 

XI.-Presentar a la Subdirección General de 

Prestaciones Económicas y Sociales, con la 

oportunidad que se demande, los informes generales 

o pormenorizados respecto a la s ituación que guardan 

los departamentos a su cargo;  

 

XI I . -Verif icar la elaboración del programa operativo 

anual y el proyecto de presupuesto anual de egresos 

de los departamentos a su cargo y presentarlo a la 

Subdirección General de Prestaciones Económicas y 

Sociales, para su revis ión respectiva; y  

 

XI I I . -Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“ARTÍCULO 63. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Dirección de Prestaciones contará 

con las s iguientes unidades administrativas:  

 

I . -Departamento de Afi l iación y Trabajo Social;  y  



 

 

 

 

 

 

I I . -Departamento de Préstamos a Corto Plazo e 

Hipotecarios.”  

 

“ARTÍCULO 64. -  Corresponde al Departamento de 

Afi l iación y Trabajo Social,  por conducto de su t itular, 

el ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -Coordinar las acciones técnicas y administrat ivas 

necesarias para la afi l iación de trabajadores de los 

organismos incorporados al régimen del ISSSTECALI, así 

como de sus famil iares derechohabientes;  

 

I I . -Supervisar altas, bajas y cambios en las nóminas de 

los organismos incorporados al ISSSTECALI, así como 

mantener permanentemente actualizado el padrón y 

la estadística de asegurados, informando 

mensualmente a las unidades médicas;  

 

I I I . -  Realizar la labor de investigación de campo de 

trabajo social,  para verif icar que los famil iares 

propuestos por los trabajadores o pensionistas, para 

ser derechohabientes del ISSSTECALI, reúnan los 

requis itos que indica la Ley;  

 

IV.-Expedir los medios de identif icación para los 

asegurados; y 

 

V.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“ARTÍCULO 65. -  Corresponde al Departamento de 

Préstamos a Corto Plazo e Hipotecarios, por conducto 

de su titular, el ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -Establecer y supervisar el s istema de préstamos a 

corto plazo e hipotecarios;  

 

I I . -Recibir,  revisar y tramitar las sol icitudes de 

préstamos a corto plazo e hipotecarios;  

 

I I I . -Formular los contratos de los préstamos otorgados, 

así como toda la documentación necesaria para su 

recuperación;  

 

IV.-Llevar el registro de los préstamos otorgados, así 

como de los pagos y saldos de cada uno;  

 

V.-Expedir constancias de adeudo o no adeudo de 

préstamos;  

 

VI.-Tramitar la inscr ipción y cancelación de hipotecas; 

y 

 



 

 

 

 

 

VII. -Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“ARTÍCULO 66. -  Corresponde a la Dirección de 

Pensiones y Jubi laciones, por conducto de su titular, el 

ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -L levar el control de expedientes actualizados, así 

como de la correspondiente generación de nóminas, 

emis ión de cheques y pagos de los mismos;  

 

I I . -Supervisar la recepción de sol icitudes de los 

asegurados, esposos supérstites, descendientes y 

ascendentes, para el ejercicio de su derecho a 

jubilación, pensión de retiro por edad y años de 

servicio, invalidez, muerte, viudez a la esposa 

supérstite, orfandad a los hi jos y pensión a los padres 

dependientes;  

 

I I I . - Integrar expedientes y dar seguimiento al trámite 

de pensiones y jubilaciones, tanto localmente, como 

las recabadas en la Coordinación de la Zona Costa;  

 

IV.-Solicitar al actuario contratado por el ISSSTECALI, 

el cálculo del capital constitut ivo cuando las 

autoridades públicas y organismos patronales 

incorporados reconozcan antigüedades de servicios 

de un trabajador, que implique el reconocimiento de 

derechos en el régimen de pensiones y jubi laciones 

del ISSSTECALI;  

 

V.-Requerir al actuario contratado por el ISSSTECALI un 

estudio anual, con el f in de determinar el costo actual 

y futuro de las obl igaciones generadas en el s istema 

de pensiones, con base en la información f inanciera 

generada por el ISSSTECALI, relat iva a la 

administración del Fondo de Pensiones de Magisterio y 

el Fondo de Pensiones de Burocracia;  

 

VI.-Supervisar la elaboración de las nóminas 

mensuales y de aguinaldo generado, pagos 

retroactivos, nuevos bonos o incremento a los 

existentes;  

 

VII . -Revisar las l is tas de nóminas, fol ios de cheques, 

cálculo y recibos o talones de pago;  

 

VII I . -Supervisar la elaboración del programa operativo 

anual y el proyecto de presupuesto anual de egresos 

de los departamentos a su cargo y presentarlo a la 

Subdirección General de Prestaciones Económicas y 

Sociales, para su revis ión respectiva; y  

IX.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 



 

 

 

 

 

“ARTÍCULO 67. -  Para el adecuado cumplimiento de sus 

atr ibuciones, la Dirección de Pensiones y Jubilaciones 

contará con las s iguientes unidades administrativas:  

 

I . -Departamento de Gestión de Pensiones y 

Jubilaciones;  

I I . -Departamento de Nóminas de Pensiones y 

Jubilaciones; y 

I I I . -Departamento Histór ico de Cotizaciones.”  

 

“Artículo 68. -  Corresponde al Departamento de 

Gestión de Pensiones y Jubilaciones, por conducto de 

su titular, el ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -Recibir y tramitar las sol icitudes de pensión y 

jubilación;  

 

I I . -Devolver a los interesados las solic itudes de pensión 

o jubi lación con la documentación, respectiva, 

cuando no se reúnan los requis itos para ser sometidas 

a consideración de la Junta Directiva del ISSSTECALI;  

 

I I I . -Mantener un control de las solic itudes de pensión y 

jubilación;  

 

IV.-Resguardar los expedientes de las pensiones y 

jubilaciones otorgadas;  

 

V.-Tramitar los estudios actuariales que se soliciten;  

 

VI.-Requerir a los organismos patronales la información 

necesaria para la formulación de estudios actuariales;  

 

VII . -Registrar, controlar y mantener actualizado el 

entero de cuotas y aportaciones de trabajadores y 

patrones al Fondo de Pensiones;  

 

VII I . -Determinar las cuotas y aportaciones omit idas por 

trabajadores y patrones;  

 

IX.-Realizar el estudio de cotizaciones de los 

trabajadores que se proponen para pensionarse o 

jubilarse;  

 

X.-L levar a cabo las proyecciones de las pensiones y 

jubilaciones para cada ejercicio con base en el 

registro actual izado de nóminas de los organismos 

patronales sujetos al régimen del ISSSTECALI;  

 

XI.-Ejecutar las acciones administrativas necesarias 

para la celebración de convenios con los organismos 

patronales para el pago de adeudos por omisiones de 

aportaciones o cuotas;  

 

XI I . -  Establecer programas de recuperación de 

adeudos de cuotas y aportaciones;  

 



 

 

 

 

 

XII I . -  Convenir con los trabajadores el pago de 

adeudos por omis iones de cuotas;  

 

XIV.- Recibir las nóminas de personal de los 

organismos incorporados al ISSSTECALI, para cargarlas 

al registro respectivo que permite el cálculo de las 

cuotas y aportaciones que se deben sufragar por 

periodo quincenal o catorcenal, así como demás 

información para ser uti l izada por las áreas de 

Ingresos, Afi l iación y Préstamos; y  

 

XV.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“Artículo 69. -  Corresponde al Departamento de 

Nóminas de Pensiones y Jubi laciones, por conducto 

de su titular, el ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -Realizar todas aquellas activ idades relacionadas 

con la elaboración de la nómina de jubi laciones y 

pensiones, su procesamiento y resguardo hasta la 

emis ión de los cheques y pago de los mismos;  

 

I I . -Desarrollar y supervisar las activ idades relat ivas a la 

verif icación de la supervivencia de pensionados y 

jubilados;  

 

I I I . -  Integrar y administrar el padrón de pensionados y 

jubilados del ISSSTECALI;  

 

IV.-Emit ir  constancias de pensionista o jubi lado; y  

V.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 

“Artículo 70. -  Corresponde al Departamento Histór ico 

de Cotizaciones,  por conducto de su titular, el 

ejercicio de las s iguientes atr ibuciones:  

 

I . -  Determinar el monto del subsidio por incapacidad 

de los trabajadores señalados en el artículo 23 de la 

Ley, y proponer su pago;  

 

I I . -  Ejecutar las acciones administrativas necesarias 

para la celebración de convenios con los organismos 

patronales para el pago de subsidios por 

incapacidad;  

 

I I I . -Coordinar el otorgamiento de las demás 

prestaciones económicas y sociales establecidas en la 

Ley y que no corresponden a otro departamento; y  

 

IV.-Las demás que le sean encomendadas por el 

superior jerárquico, y aquellas que le confieran las 

disposiciones aplicables.”  

 



 

 

 

 

 

A su vez, el artículo 118 de la Ley del Instituto , es del 

tenor s iguiente:  

 

“ARTÍCULO 118.- El  Director del Instituto tendrá las 

obl igaciones y facultades s iguientes:  

 

I . -  Representar al Instituto y ejecutar los acuerdos de 

la Junta;  

 

I I . -  Presentar cada año a la Junta un informe 

pormenorizado del estado del Instituto, y entregar un 

tanto de dicho informe a cada uno de los integrantes 

de la Junta Directiva;  

 

I I I . -  Someter a decisión de la Junta todas aquellas 

cuestiones que sean de la competencia de la misma;  

 

IV.- Firmar las escrituras y t ítulos de crédito en que el 

Instituto intervenga. Esta facultad podrá delegarse 

mediante poder expreso otorgado por la Junta 

Directiva;  

 

V.- Representar al Instituto en toda gestión judicial,  

extrajudicial y administrativa, s in perjuicio de los 

poderes otorgados al efecto;  

 

VI.-  Conferir  poderes generales y especiales y resolver 

bajo su inmediata y directa responsabil idad los 

asuntos urgentes de la competencia de la Junta, a 

reserva de dar cuenta a la misma en la sesión 

inmediata s iguiente;  

 

VII . -  Formular y presentar para discusión y aprobación 

de la Junta, el balance, el presupuesto de Ingresos y 

Egresos y el plan de labores del Instituto, 

correspondientes a cada ejercicio anual;  

 

VI I I . -  L levar la f irma del Inst ituto, s in perjuicio de la 

delegación de facultades que para tal efecto fueran 

necesarios;  

 

IX.- Formular el calendario of icial del Instituto y 

autorizar en casos extraordinar ios la suspensión de 

labores;  

 

X.- Conceder l icencias al personal en los términos de 

las leyes correspondientes;  

 

XI.-  Vigilar las labores del personal, exigiendo su 

debido cumplimiento, e imponer a los trabajadores 

del inst ituto las correcciones discipl inar ias 

procedentes;  

 

XI I . -  Someter a la consideración de la Junta las 

reformas o adiciones que considere pertinentes a los 



 

 

 

 

 

reglamentos interiores económicos y de servicios 

médicos del Instituto;  

 

XI I I . -  Convocar a sesiones extraordinar ias a los 

miembros de la Junta Directiva cuando proceda o a 

su juicio existan razones suficientes;  

 

XIV.- Suscribir los convenios, contratos y demás actos 

consensuales en los cuales el Inst ituto sea parte y que 

conforme al reglamento respectivo no deban ser 

sometidos a consideración de la Junta Directiva, y  

 

XV.- Todas las demás que le f i jen los reglamentos o le 

otorgue la Junta Directiva.”  

 

Por su parte en el Reglamento para el Otorgamiento 

de Pensiones a los Asegurados del Instituto , se establece lo 

siguiente. 

 

“Artículo 6.- En base a los documentos probatorios 

que obren en el expediente, el Departamento de 

Pensiones y Jubi laciones procederá a realizar los 

cálculos a que haya lugar, y obtenidos éstos 

elaborará un dictamen para cada caso en especial.”  

 

“Artículo 7. -  El dictamen de referencia, acompañado 

de su respectivo expediente será turnado a la H: Junta 

Directiva a efecto de que conceda, niegue, 

suspenda, modif ique o revoque las Jubilaciones o 

Pensiones acorde con lo señalado por el Artículo 116, 

fracción IV de la Ley.  

 

De los preceptos transcritos se advierte que la 

Subdirección General de Prestaciones Económicas y Sociales  

(artículo 59) tiene facultades para dir igir las polít icas y 

l ineamientos para el otorgamiento de las prestaciones 

económicas y sociales y vigi lar la aplicación de la 

normatividad aplicable en materia de afi l iación y vigencia 

de los derechos de los para los trabajadores, pensionistas y 

derechohabientes, asimismo, a través de su Dirección de 

Pensiones y Jubilaciones y de sus Departamentos de Nóminas 

de Pensiones y Jubilaciones, Departamento Histórico de 

Cotizaciones y Departamento de Gestión de Pensiones y 

Jubilaciones (art ículos 66, 68, 69, 70) a supervisar la 

recepción de las solicitudes de los asegurados, integrar los 

expedientes y dar seguimiento al trámite de pensiones y 

jubilaciones, s iendo el último departamento en cita quien 

recibe, tramita y controla las solicitudes de pensión y 

jubilación y realiza estudio actuarial de los trabajadores que 

se proponen para pensionarse o jubilarse.  

 



 

 

 

 

 

De forma tal que conforme las disposiciones en 

anális is, que son las que prevén el ámbito competencial de 

la Subdirección General de Prestaciones Económicas y 

Sociales del Inst ituto , y sus unidades administrativas, no 

existe facultad o atribución expresa a favor de dicha 

autoridad para pronunciarse sobre la procedencia de la 

devolución de cuotas solicitada por la parte actora , de ahí 

que sea indudable que la resolución impugnada deviene de 

autoridad incompetente.  

 

Corrobora lo anterior el hecho consistente en que de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 113, fracciones I I I  

y IV, de la Ley del Instituto , de subsecuente inserción, la 

Junta Directiva del Instituto es el órgano al que corresponde  

conceder, negar, suspender, modificar y revocar las 

jubilaciones y pensiones, así como para dictar los acuerdos 

que resulten necesarios para satisfacer las prestaciones 

establecidas en dicho ordenamiento, por lo que es dicha 

autoridad la competente para pronunciarse respecto a lo 

solicitado por la parte actora.  

 

“ARTICULO 113.- Corresponde a la Junta Directiva:  

[…]  

I I I . -  Dictar los acuerdos que resulten necesarios para 

satisfacer las prestaciones establecidas en esta Ley;  

 

IV.- Conceder, negar, suspender, modif icar y revocar 

las jubi laciones y pensiones en los términos de esta 

Ley.”  

 

Así, es claro que la Junta Directiva es la facultada 

para dictar los acuerdos necesarios para satisfacer las 

prestaciones de ley -aplicable al caso, pues la parte actora 

considera se le debe devolver las cantidades descontadas 

por diversas cuotas - y, para conceder, negar, suspender, 

modificar y revocar las jubilaciones y pensiones, en un 

término de quince días computados a partir de que recibe el 

dictamen correspondiente de conformidad con el art ículo 

581 de la Ley del Instituto . 

 

En concordancia con lo anterior, en términos del 

art ículo 6 del Reglamento para el Otorgamiento de 

Pensiones a los Asegurados del Inst ituto ,  citado 

 
1 “ARTÍCULO 58.- El derecho a jubilación y a las pensiones por retiro de edad y tiempo de servicio, invalidez o muerte, 

nace cuando el trabajador o sus familiares derechohabientes, se encuentren en los supuestos consignados en esta Ley, y 

hasta que cumplan con los requisitos que la misma señala.  
 

El Instituto deberá resolver la solicitud de pensión en un plazo no mayor de quince días, a partir de la fecha en que quede 

integrado el expediente. Dentro de los quince días inmediatos siguientes, el Oficial Mayor de Gobierno, o quien tenga esa 
facultad en el Poder Judicial, Poder Legislativo, Municipios y los organismos públicos incorporados al régimen que esta 

Ley establece, revisará y resolverá en definitiva acerca de la solicitud de que se trata, para los efectos que expresa la 

primera parte del artículo 117 de esta Ley.” 



 

 

 

 

 

anteriormente, la autoridad demandada Subdirección 

General de Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto , 

por conducto de su unidad administrativa  Dirección de 

Pensiones y Jubilaciones quien a su vez cuenta con el 

Departamento de Gestión de Pensiones y Jubilaciones, debe 

integrar el expediente del caso y elaborar un dictamen que 

enviará a la Junta Directiva del Instituto  para que ésta, 

como indica el art ículo 7 del reglamento en cita esté en 

aptitud de resolver en relación a las pensiones y jubilacio nes.  

 

De ahí que, con base en las facultades que le 

conceden las fracciones I I I  y IV del artículo 113 de la Ley del 

Instituto ,  le corresponde a la Junta Directiva del Instituto  

determinar, en su caso, si procede a la parte actora la 

devolución de las cuotas al fondo de pensiones y 

jubilaciones, y servicio médico que le fueron descontadas , 

en el periodo comprendido entre la fecha en que a su 

consideración nació su derecho a jubilarse y aquella en que 

efectivamente se le otorgó dicho beneficio  

 

 Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo 

dispuesto en el artículo 108, fracción I, de la  Ley del Tribunal  

procede declarar la nulidad del Acto impugnado, 

atendiendo a la incompetencia de la autoridad demandada 

para resolver la solicitud de la parte actora de fecha 

diecinueve de enero de dos mil  veintiuno, presentada el 

veintidós de enero de dos mil veintiuno. 

 

Cabe destacar que ante la incompetencia de la 

autoridad demandada para emitir  el oficio impugnado, 

existe imposibi l idad jurídica para analizar los motivos de 

inconformidad hechos valer por la parte actora, pues de 

emprender el examen de la procedencia de lo solicitado y 

negado en el Acto impugnado , se dejaría inaudita a la Junta 

Directiva del Inst ituto , que de conformidad con el artículo 

113 de la Ley del Instituto  y demás relativos, es la autoridad 

a quien corresponde resolver en cuanto a las jubilaciones y 

pensiones, así como dictar los acuerdos que resulten 

necesarios para satisfacer las prestaciones establecidas en 

dicho ordenamiento. 

 

Por último, a efecto de cumplir con la exigencia 

prevista en el art ículo 107, fracción I, de la Ley del Tribunal , 

debe decirse que en la especie es innecesario el análisis y 

valoración de las pruebas rendidas en el juicio, pues al 

haberse declarado la nulidad de la resolución impugnada 

por la incompetencia de la autoridad emisora, que 

constituye una cuestión exclusivamente de derecho, a nada 



 

 

 

 

 

l levaría la referida valoración, por no haberse sustentado el 

presente fal lo en cuestiones fácticas.  

 

SEPTIMO. Efectos de la nulidad.  

 

 Tomando en consideración que el Acto impugnado  fue 

dictado en respuesta a una solicitud, para salvaguardar el  

derecho del afectado, además de la declaratoria de 

nulidad, se f i jarán los términos de la resolución que en 

cumplimiento a esta sentencia deba dictar la autoridad 

demandada, con fundamento en el artículo 109, fracción I I I ,  

de la Ley del Tribunal , que establece que la sentencia 

definit iva podrá indicar los términos conforme a los cuales 

deberá dictar su resolución la autoridad administrativa, en 

los demás casos diversos a los supuestos previstos  en las 

fracciones I I  y I I I  del artículo 108 de la Ley del Tribunal .  

 

 Por las particularidades del caso, la declaratoria 

de nul idad debe ser para el efecto de que el Subdirector de 

Prestaciones :  

 

1.  Deje s in efectos el Acto impugnado .  

 

2.  Con plenitud de facultades, dicte uno distinto 

a part ir de las facultades que se establecen en el 

Reglamento del Instituto , y demás normatividad aplicable en 

cuanto a los actos que le corresponda realizar para que 

determine lo conducente en congruencia con la solicitud 

presentada por la parte actora a fin de que se turne su 

trámite a la Junta Directiva del Instituto para que determine 

lo que en derecho proceda respecto de la solicitud 

presentada el veintidós de enero de dos mil veintiuno por la 

parte actora, en un plazo no mayor a quince días, de 

conformidad con el art ículo 58 de la Ley del Instituto ; en el 

entendido que, de resultar necesarias diversas gestiones 

previo al dictado de la resolución relativa a la procedencia 

o improcedencia de la devolución de cuotas solicitadas, el lo 

deberá ejecutarse en un plazo prudente.  

 

 Lo anterior, dado que, atento al principio de 

oficiosidad que rige en el derecho administrativo, la 

sentencia que al efecto se dicte no puede constreñirse a la 

declaración de nulidad, pues se trata de una instancia 

iniciada a petición del interesado, por lo que este Juzgado 

se encuentra obligado a ordenar el hacer, no hacer o dar 

que corresponda, en términos del art ículo 109 invocado, y a 



 

 

 

 

 

la garantía de justicia pronta y expedita contenida en la 

Constitución Federal, a fin de que la instancia no quede sin 

resolver.  

 

 Sirve de apoyo, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 

52/2001 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación con número de registro digital: 188431 

de rubro: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES 

ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA 

FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS 

CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA 

PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO” .  

 

 En mérito de todo lo anteriormente expuesto y 

fundado, es de resolverse y se…  

 
R E S U E L V E 

 
 PRIMERO.- Se declara la nulidad de la 

determinación contenida en el oficio **********2 de doce de 

julio de dos mil veintidós, emit ido por el Subdirector General 

de Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de Baja California . 

 

 SEGUNDO.  Se condena al Subdirector General de 

Prestaciones Económicas y Sociales del Instituto de 

Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Gobierno y Municipios del Estado de Baja California a que 

deje sin efectos la determinación contenida en el oficio 

número **********2 de fecha doce de julio de dos mil 

veintidós y, con plenitud de facultades, dicte uno distinto a 

partir de las facultades que se establecen en el Reglamento 

Interno del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Gobierno y Municipios del Estado de Baja 

California, y demás normatividad aplicable en cuanto a los 

actos que le corresponda realizar para que determine lo 

conducente en congruencia con la solicitud presentada por 

la parte actora a f in de que se turne su trámite a la Junta 

Directiva del Instituto para que determine lo que en derecho 

proceda respecto de la solicitud presentada el veintidós de 

enero de dos mil  veintiuno por la parte actora, en un plazo 

no mayor a quince días, de conformidad con el art ículo 58 

de la Ley del Instituto ; en el entendido que, de resultar 

necesarias diversas gestiones previo al dictado de la 

resolución relativa a la procedencia o improcedencia de la 



 

 

 

 

 

devolución de cuotas sol icitadas, ello deberá ejecutarse en 

un plazo prudente. 

 

Notifíquese por boletín jurisdiccional a las partes.  

 

Así lo resolvió Raúl Aldo González Ramírez, Primer Secretario 

de Acuerdos del Juzgado Primero del Tribunal Estatal de 

Justicia Administrativa de Baja California en funciones de 

Juez Titular por Ministerio de Ley en términos del art ículo 12 

de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de 

Baja California, según designación hecha mediante Acuerdo 

de Pleno de ocho de junio de dos mil veintitrés; y fi rma ante 

la presencia de la Secretaria de Acuerdos, Mariela Ontiveros 

Ramírez, que autoriza y da fe .  

RAGR/MOR/DACH
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ELIMINADO: Número de Oficio en páginas 1 y 35. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Nombre del Actor en página 1. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  

ELIMINADO: Número de Expediente en página 5. 

Fundamento legal: artículos 116, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 4, fracción 

XII, 80 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja California, 171, párrafo 

primero y 172 del Reglamento de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Baja 

California. La clasificación de la información como confidencial se realiza en virtud de que el presente documento 

contiene datos personales y/o datos personales sensibles, los cuales conciernen a una persona física identificada e 

identificable, por lo que no puede difundirse, publicarse o darse a conocer, sin el consentimiento de su titular, de 

conformidad con los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información 

y responsabilidad en el tratamiento de los datos personales.  
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